
 

 

 

 

LEY  3091 

 

La Legislatura de la Provincia del Neuquén 

Sanciona con Fuerza de 

Ley: 

 

Artículo 1.º Se modifican los artículos 22, 25, 65, 68, 89, 165, 194, 203, 208, 223, 237, 246 y 281 

 de la Ley 2680 —Código Fiscal de la Provincia del Neuquén—, los que quedan 

redactados de la siguiente manera: 
 

“Artículo 22 Son contribuyentes de impuestos, tasas y contribuciones, en tanto realicen 

 actos u operaciones, o se hallen en situaciones que este Código o leyes fiscales 

especiales consideren como hechos imponibles a su respecto: 
 

a) Las personas humanas, capaces o incapaces, según el derecho común. 

b) Las personas jurídicas del Código Civil y Comercial de la Nación, y aquellas entidades a 

las cuales el derecho privado reconoce la calidad de sujeto de derecho. 

c) Las sociedades, asociaciones, entidades y empresas, que no posean la calidad prevista en el 

inciso anterior; los patrimonios destinados a un fin determinado y las uniones transitorias 

de empresas; las agrupaciones de colaboración y los demás consorcios y formas 

asociativas tengan o no personería jurídica, cuando sean considerados por las normas 

tributarias como unidades económicas para la atribución del hecho imponible. Las 

sociedades no constituidas legalmente deben considerarse sociedades irregulares e 

inscribirse a nombre de todos sus integrantes. De igual forma, las uniones transitorias de 

empresas deben inscribirse a nombre de todos sus integrantes. 

d) Las sucesiones indivisas, cuando las normas tributarias las consideren como sujetos para la 

atribución del hecho imponible. 

e) Las reparticiones centralizadas, descentralizadas y autárquicas del Estado nacional, 

provincial o municipal, así como las empresas estatales y empresas estatales mixtas, salvo 

exención expresa. 

f) Los fideicomisos constituidos legalmente y los fondos comunes de inversión no 

comprendidos en el primer párrafo del artículo 1.º de la Ley nacional 24.083 y sus 

modificaciones”. 

 

“Artículo 25 Deben pagar los impuestos, tasas y contribuciones; los recargos, las multas y los 

 intereses que correspondan, como responsables del cumplimiento de la deuda 

tributaria de los contribuyentes en la misma forma y oportunidad que rija para estos: 

 

a) Quienes administren o dispongan de los bienes de los contribuyentes como representantes 

legales, judiciales o convencionales. 

b) Quienes integren los órganos de administración o sean los representantes legales de 

personas jurídicas, asociaciones, entidades y empresas con o sin personería jurídica, y los 

integrantes de las uniones transitorias de empresas. 

c) Los síndicos de las quiebras, los representantes de las sociedades en liquidación y 

administradores legales o judiciales de las sucesiones. 

d) Quienes participen, por el ejercicio de sus funciones públicas, o por su oficio o profesión, 

en la formalización de actos, operaciones o situaciones que este Código o las leyes fiscales 

especiales consideren como hechos imponibles o servicios retribuibles, o beneficios que 

sean causa de contribuciones. 

e) Quienes sean designados agentes de recaudación, retención o percepción de tributos 

provinciales. 

f) Los fiduciarios en las operaciones de fideicomisos legalmente constituidos, cuando el 

fideicomiso sea sujeto del impuesto, según lo dispuesto en el inciso f) del artículo 22 de la 

presente Ley”. 

 



 

“Artículo 65 El incumplimiento total o parcial del pago de las obligaciones fiscales a su

 vencimiento será reprimido con una multa graduable entre el veinticinco por 

ciento (25%) y el ciento por ciento (100%) del monto del gravamen dejado de abonar. 

 El incumplimiento total o parcial del deber de actuar como agente de retención, percepción o 

recaudación, constituye omisión de tributo y se reprime con la multa que, a tal efecto, fije la Ley 

Impositiva. 

 El incumplimiento total o parcial del pago del impuesto inmobiliario por la falta de 

declaración de mejoras sobre inmuebles se reprime con una multa graduable entre el cincuenta 

por ciento (50%) y el ciento cincuenta por ciento (150%) del gravamen dejado de abonar. 

 No incurrirá en la infracción prevista quien demuestre haber dejado de cumplir total o 

parcialmente con su obligación tributaria en razón de hallarse afectado por error excusable de 

hecho o de derecho”. 

 

“Artículo 68 Si un contribuyente rectifica sus declaraciones juradas del impuesto sobre los 

 ingresos brutos antes de corrérsele la vista de la resolución iniciando el 

procedimiento determinativo de oficio y de instrucción de sumario, la multa por omisión o por 

defraudación se reducirá de pleno derecho a un tercio (1/3) del mínimo legal correspondiente. 

Idéntico tratamiento se debe dispensar al contribuyente que regularice la liquidación 

administrativa prevista en el artículo 40 de esta norma, dentro de los quince (15) días hábiles 

desde su notificación. 

 Si la conformidad con la pretensión fiscal es manifestada durante el transcurso del 

procedimiento determinativo y sumarial antes de dictarse la resolución final, las multas por 

omisión o defraudación se reducirán de pleno derecho a las dos terceras partes (2/3) del mínimo 

legal correspondiente. 

 Si la determinación de oficio practicada por la Dirección Provincial de Rentas es consentida 

por el interesado, la multa que le haya sido aplicada por omisión o defraudación quedará 

reducida de pleno derecho al mínimo legal. 

 Los beneficios establecidos en este artículo se otorgan a cada contribuyente o responsable una 

única vez y están condicionados al ingreso del impuesto determinado y de la multa reducida”. 

 

“Artículo 89 Se faculta al Poder Ejecutivo para disponer, por el término que considere

 conveniente, con carácter general o para determinadas zonas o actividades de la 

Provincia, el otorgamiento de regímenes de facilidades de pago; para remitir total o parcialmente 

multas, accesorios, intereses, recargos y cualquier otra sanción relacionada con todos o 

cualquiera de los gravámenes cuya aplicación, percepción y fiscalización estén a cargo de la 

Dirección, a los contribuyentes o responsables que regularicen espontáneamente su situación, 

cumplan con las obligaciones omitidas y denuncien, en su caso, la posesión o tenencia de bienes 

o efectos en contravención. 

 Toda vez que el Poder Ejecutivo haga uso de la facultad referida, deberá reglamentar el 

alcance conceptual y temporal de la espontaneidad en el proceder de los contribuyentes o 

responsables que pretendan hacerse acreedores del régimen excepcional. 

 Se faculta igualmente al Poder Ejecutivo para acordar bonificaciones especiales para 

estimular el ingreso anticipado de tributos no vencidos. 

 En el caso del impuesto inmobiliario, el Poder Ejecutivo puede establecer bonificaciones 

especiales para contribuyentes cumplidores hasta de un diez por ciento (10%) del impuesto 

emitido. Dicho porcentaje podrá incrementarse en un cinco por ciento (5%) para quienes hagan 

efectivo el pago por medio de débito automático en entidad bancaria y adhieran al sistema de 

boleta electrónica”. 

 

“Artículo 165 Están exentos del impuesto: 
 

a) Los inmuebles del Estado provincial, sus dependencias, entidades autárquicas y 

descentralizadas. Los inmuebles del Estado nacional, de los municipios y comisiones de 

fomento, y, en general, las personas públicas enumeradas en el artículo 146 del Código 

Civil y Comercial de la Nación, solo a condición de reciprocidad. No opera esta exención 

cuando los inmuebles estén afectados a actividades comerciales o industriales, o sean 

dados en concesión, alquiler, usufructo o cualquier otra forma jurídica similar para su 

explotación comercial, industrial, o para prestaciones de servicios a título oneroso. 



 

b) Los inmuebles del Ente Provincial de Energía del Neuquén (EPEN), del Ente Provincial de 

Agua y Saneamiento del Neuquén (EPAS), de Artesanías Neuquinas S. E. y de la 

Corporación para el Desarrollo Integral del Neuquén S. E. (Cordineu). 

c) Los inmuebles destinados, por planos de mensura, a utilidad pública: plazas y/o espacios 

verdes, y reservas fiscales. 

d) Los excedentes de los terrenos particulares declarados propiedad fiscal, nacional o 

municipal, conforme la normativa vigente. 

e) Los inmuebles que pertenezcan, en propiedad o usufructo, a entidades religiosas de cultos 

oficialmente reconocidos y registrados, conforme la legislación vigente, destinados a 

templos religiosos y sus dependencias. 

f) Los inmuebles que pertenezcan, en propiedad o usufructo, a asociaciones civiles con 

personería jurídica —excepto las referidas en el artículo 3.º de la Ley nacional 19.550, de 

Sociedades Comerciales—, cuando estén ocupados por dichas asociaciones y siempre que 

sean utilizados para alguno de los siguientes fines: 
 

1) Servicios de salud pública, beneficencia y asistencia social, y de bomberos voluntarios. 

2) Escuelas, colegios, bibliotecas y universidades públicas, institutos educativos y de 

investigación científica. 

3) Deportes. 

 

g) Los inmuebles que pertenezcan, en propiedad o usufructo, a asociaciones gremiales, 

profesionales, de fomento y mutualistas, con personería jurídica o gremial, y a partidos 

políticos. 

h) Los inmuebles edificados destinados exclusivamente a vivienda y ubicados en las plantas 

urbanas y/o rurales, según la clasificación de la Ley 2217 —del Catastro Territorial—, 

cuyos propietarios sean personas humanas y cuya valuación fiscal total, incorporando 

tierras y mejoras, no exceda el límite que fije la Ley Impositiva vigente. No se encuentran 

comprendidos los inmuebles sometidos al Régimen de Propiedad Horizontal. 

i) Los inmuebles correspondientes a las cooperativas, entidades gremiales y culturales, 

conforme lo establecido en el artículo 144 in fine de la Constitución provincial. 

j) Los inmuebles que pertenezcan, en propiedad, a las reservas indígenas. 

k) Los inmuebles urbanos ocupados por titulares de prestaciones de los regímenes de 

jubilaciones y pensiones, siempre que estas sean el único ingreso del grupo familiar y que: 
 

1) Les pertenezcan como única propiedad o como poseedores a título de dueños. 

2) Los ocupen exclusivamente para vivienda permanente. 

3) Las prestaciones —de los regímenes de jubilaciones y pensiones— devengadas a enero 

de cada año fiscal no superen el monto de tres (3) veces el salario mínimo, vital y móvil, 

o aquel que lo remplace con iguales consecuencias y finalidad. 

 Si el beneficiario de la prestación jubilatoria la tiene en trámite a enero del ejercicio 

fiscal que corresponda, le será considerada, a efectos de computar el tope establecido, 

con el ochenta y dos por ciento (82%) del sueldo devengado. La exención dispuesta se 

debe aplicar también cuando exista condominio, en forma proporcional a él. 

 La Dirección Provincial de Rentas debe determinar el modo para acreditar los recaudos 

establecidos. 

 

l) Los inmuebles de personas indigentes o que padezcan una desventajosa situación 

socioeconómica. Esta exención la otorga el Poder Ejecutivo por decreto, previo informe 

socioeconómico; puede comprender, total o parcialmente, deudas pasadas. 

 La exención dispuesta en este inciso corresponde, únicamente, en los casos en que: 
 

1) Se trate de un inmueble ocupado exclusivamente para vivienda permanente por el titular 

o poseedor, a título de dueño. 

2) Le pertenezca al titular, como único inmueble. 

 

m) Las denominadas unidades complementarias generadas a partir de la registración en la 

base catastral del Régimen de Propiedad Horizontal, excepto las pertenecientes a 

cocheras”. 

 



 

“Artículo 194 En los fideicomisos constituidos legalmente y en los Fondos Comunes de

 Inversión no comprendidos en el primer párrafo del artículo 1.º de la Ley 

nacional 24.083 y sus modificaciones, los ingresos brutos obtenidos y la base imponible del 

gravamen recibirán el tratamiento tributario que corresponda a la naturaleza de la actividad 

económica que realicen”. 

 

“Artículo 203 Están exentos del pago de este gravamen: 
 

a) Las actividades ejercidas por las personas públicas enumeradas en el artículo 146 del 

Código Civil y Comercial de la Nación, solo a condición de reciprocidad. No están 

comprendidos los organismos o empresas que ejerzan actos de comercio o desarrollen 

actividades industriales. 

b) Las bolsas de comercio autorizadas a cotizar títulos, valores, y los mercados de valores. 

c) Las emisoras de radiotelefonía y las de televisión debidamente autorizadas o habilitadas 

por autoridad competente, conforme la legislación de fondo que rige la actividad, excepto 

las de televisión por cable, codificadas, satelitales, de circuitos cerrados y toda otra forma 

que permita que sus emisiones puedan ser captadas únicamente por sus abonados. 

d) Toda operación sobre títulos, letras, bonos, obligaciones y demás papeles emitidos y que 

emitan la Nación, las provincias y las municipalidades; asimismo, las rentas producidas 

por estos y los ajustes de estabilización o corrección monetaria. 

 Las actividades desarrolladas por los agentes de Bolsa y por todo tipo de intermediarios en 

relación con tales operaciones no se encuentran alcanzadas por la presente exención. 

e) La edición, impresión, distribución y venta de libros, apuntes, diarios, periódicos y 

revistas. Quedan comprendidos en esta exención los ingresos provenientes de la locación 

de espacios publicitarios, avisos, edictos y solicitadas. 

f) Las representaciones diplomáticas y consulares de los países extranjeros acreditados 

ante el Gobierno de la República, dentro de las condiciones establecidas por la Ley 

nacional 13.238. 

g) Las cooperativas, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 144 de la Constitución 

provincial, y los fideicomisos constituidos por cooperativas gremiales para planes de 

vivienda. Esta exención no alcanza a los ingresos provenientes de prestaciones o 

locaciones de obras o servicios efectuados por cuenta de terceros, aun cuando dichos 

terceros sean asociados o posean inversiones que no integren el capital societario. 

h) Los ingresos de los asociados de cooperativas de trabajo provenientes de los servicios 

prestados en estas. 

i) Las asociaciones mutualistas constituidas de conformidad con la legislación vigente y los 

fideicomisos constituidos por asociaciones mutualistas gremiales para planes de vivienda, 

excepto las actividades que puedan realizar en materia de seguros. 

j) Las operaciones realizadas por las asociaciones, entidades o comisiones de beneficencia, 

de bien público, asistencia social, de educación e instrucción, científicas, artísticas, 

culturales y deportivas, instituciones religiosas y asociaciones gremiales, siempre que los 

ingresos obtenidos estén destinados exclusivamente al objeto previsto en sus estatutos 

sociales, actas de constitución o documentos similares, y que no se distribuyan directa o 

indirectamente entre los socios. En todos los casos, deben contar con personería jurídica, 

gremial, reconocimiento o autorización por autoridad competente, según corresponda. 

k) Los intereses obtenidos por depósitos de dinero en caja de ahorro, cuentas especiales de 

ahorro, plazo fijo u otras formas de captación de fondos del público. 

l) Los establecimientos educacionales privados, incorporados a los planes de enseñanza 

oficial, reconocidos como tales por las respectivas jurisdicciones. 

m) La producción primaria. Esta exención no alcanza a las actividades relacionadas con las 

actividades hidrocarburíferas, sus servicios complementarios ni a los supuestos previstos en 

el artículo 21 del Título III, Capítulo IV de la Ley nacional 23.966 —de Impuesto sobre los 

Combustibles Líquidos y Gas Natural—. La exención no operará cuando se agreguen valores 

por procesos posteriores al producto primario, aun cuando dichos procesos se hayan 

efectuado sin facturación previa. Tampoco procederá cuando la producción sea vendida 

directamente a consumidores finales o a sujetos que revistan la categoría de exentos del IVA. 

n) Los ingresos obtenidos por personas físicas —individualmente o bajo la forma de 

condominio— o sucesiones indivisas, originados en la venta de inmuebles provenientes de 

cualquier tipo de fraccionamiento, del cual no hayan surgido más de diez (10) lotes o 

unidades funcionales. El beneficio decae si el contribuyente es titular, en forma 

concomitante, de dos (2) o más fraccionamientos, cuando la sumatoria de los lotes o 

unidades funcionales obtenidos sea superior a diez (10). 



 

ñ) La venta de inmuebles efectuada después de dos (2) años a partir de su incorporación al 

patrimonio, ya sea por boleto de compraventa o escritura, salvo que el enajenante sea una 

sociedad o empresa inscripta en el Registro Público de Comercio, o se trate de un 

fideicomiso. Este plazo no es exigible cuando se trata de ventas efectuadas por sucesiones 

indivisas, de ventas de vivienda única efectuadas por el propietario y de ventas de 

viviendas afectadas a la propiedad como bienes de uso. 

o) Los ingresos provenientes de la locación de inmuebles, cuando se trate de hasta dos (2) 

propiedades y los obtengan personas físicas o sucesiones indivisas, siempre que: 
 

1) Los inmuebles estén destinados a viviendas de uso familiar. 

2) Los ingresos totales no superen el importe mensual que establece la Ley Impositiva. En 

caso de que el ingreso provenga de más de dos (2) unidades, no se aplicará la presente 

exención, y se debe tributar por la totalidad de los ingresos. 

3) Cada uno de los inmuebles no supere los cien metros cuadrados (100 m
2
) de superficie 

cubierta. 

 

p) Los organizadores de ferias o exposiciones declaradas de interés provincial por el Poder 

Ejecutivo, en un cincuenta por ciento (50%) de los ingresos gravados que correspondan a 

la ejecución del evento. 

q) Los ingresos provenientes de las actividades que desarrollen el EPEN, el EPAS, el Eproten, 

Artesanías Neuquinas S. E., el Banco Provincia del Neuquén S. A. (BPN S. A.), por sus 

ingresos financieros únicamente; el Instituto Municipal de Previsión Social de la ciudad de 

Neuquén (IMPS); el Instituto de Seguridad Social del Neuquén (ISSN) y NEUTICS 

S. A. P. E. M. 

r) Los ingresos provenientes de las actividades que realice el Comité Interjurisdiccional del 

Río Colorado (COIRCO) y la Autoridad Interjurisdiccional de Cuencas (AIC). 

s) Los ingresos obtenidos por los efectores sociales en los términos de la Ley 2650 —sobre la 

exención del pago del impuesto sobre los ingresos brutos a las actividades desarrolladas 

por pequeños contribuyentes—. 

t) Conservación de productos frutihortícolas realizados en establecimientos radicados en la 

Provincia del Neuquén. 

u) Los ingresos obtenidos por la actividad de producción de software, en los términos de la 

Ley 2577 —adhesión a la Ley nacional 25.922, de Promoción de la Industria del 

Software—, previa certificación expedida por la autoridad de aplicación. 

v) Los ingresos obtenidos por las personas discapacitadas, en los términos de la Ley 1634, 

régimen de protección integral para la persona discapacitada, únicamente por aquellas 

actividades desarrolladas en forma personal”. 
 
“Artículo 208 Establecer un Régimen Simplificado de carácter opcional para los

 contribuyentes directos del impuesto sobre los ingresos brutos, exclusivamente 

para personas humanas y sucesiones indivisas, cuyas actividades se encuentren incluidas dentro 

de las disposiciones que fija la Ley Impositiva provincial. 

 La cancelación del importe a tributar que se establezca acorde con la categorización 

correspondiente tendrá el carácter de definitivo y deberá ingresarse en forma mensual. 

 Se faculta a la Dirección Provincial de Rentas a reglamentar e instrumentar la metodología de 

incorporación al presente régimen”. 
 
“Artículo 223 Están sujetos al pago del impuesto de sellos los actos, contratos y

 operaciones realizados por correspondencia epistolar o telegráfica, correo 

electrónico, con firma digital, o cualquier método de contratación entre ausentes, siempre que su 

perfeccionamiento se verifique por hechos, actos o documentación”. 
 
“Artículo 237 En los casos que, a continuación, se expresan, quedarán exentos del impuesto de 

 sellos, además de los casos previstos por leyes especiales, los siguientes contratos 

y operaciones: 
 

a) Los mandatos generales y especiales, cuando en ellos se indique expresamente que, en su 

ejercicio, se excluye la jurisdicción provincial. 

b) Los actos y contratos que instrumenten la adquisición de dominio de inmuebles mediante 

planes habitacionales oficiales del Gobierno nacional, provincial o municipal, por 

adjudicación de lotes oficiales u operatorias de capitalización, ahorro previo y similares, 

llevadas a cabo por instituciones habilitadas con tal objeto. 



 

 En todos los casos, deben darse en forma concurrente las siguientes condiciones: 
 

1) Lotes: hasta trescientos metros cuadrados (300 m
2
). 

2) Construcciones: hasta sesenta metros cuadrados (60 m
2
). 

3) Único inmueble destinado a vivienda permanente del adquirente y su grupo familiar. 

 

La Dirección Provincial de Rentas debe dictar las normas reglamentarias pertinentes.  

La exención será extensiva a todos los contratos de construcción de viviendas con las 

limitaciones de este inciso. 

c) Las divisiones y subdivisiones de hipotecas, refuerzo de garantías hipotecarias y las 

modificaciones en la forma del pago del capital o intereses, siempre que no se modifiquen 

los plazos contratados. 

d) Las fianzas que se otorguen a favor del fisco nacional, provincial o municipal, en razón del 

ejercicio de funciones de los empleados públicos, y todo acto, contrato u operación que se 

exija para garantizar el pago de tributos. 

e) Los actos, contratos y obligaciones que se otorguen bajo el régimen de la Ley Orgánica de 

Colonización. 

f) Todo contrato de constitución, transmisión, modificación o extinción de cualquier derecho 

real sobre bienes situados fuera de la Provincia. 

g) Las cartas, poderes o autorizaciones para intervenir en las actuaciones promovidas con 

motivo de reclamaciones derivadas de las relaciones jurídicas vinculadas con el trabajo, 

otorgadas por empleados, obreros o sus causahabientes. 

h) Las transformaciones de sociedades en otras de tipo jurídico distinto, siempre que no se 

prorrogue la duración de la sociedad primitiva y/o se aumente el capital social. 

i) Los aumentos de capital provenientes de la capitalización del ajuste del capital por revalúos, 

ajustes contables o legales no originados en utilidades líquidas y realizadas, que se efectúen 

en las sociedades, ya sea por emisión de acciones liberadas o por modificaciones de los 

estatutos o contratos sociales. Asimismo, las capitalizaciones o distribuciones de acciones 

recibidas de otras sociedades, originadas en las mismas situaciones. 

j) Las reinscripciones de prendas, hipotecas y divisiones de condominio. 

k) Los actos que formalicen la reorganización de sociedades o fondos de comercio, siempre que 

no se prorrogue el término de duración subsistente o de la nueva sociedad, según corresponda 

respecto de la de mayor plazo de las que se reorganicen. Si el capital de la sociedad subsistente 

o de la nueva sociedad, en su caso, es mayor a la suma de los capitales de las sociedades 

reorganizadas, se debe abonar el impuesto sobre el aumento de capital. Se entiende por 

reorganización de sociedades o fondos de comercio las operaciones definidas como tales en la 

Ley del Impuesto a las Ganancias y sus normas complementarias y reglamentarias. El rechazo 

del encuadramiento efectuado por la AFIP-DGI a lo solicitado por el contribuyente hará 

renacer la gravabilidad de los actos y contratos desde la fecha de su otorgamiento. 

l) Los actos, contratos y operaciones relacionados con la organización de ferias-exposiciones 

declaradas de interés provincial por el Poder Ejecutivo, en la parte que corresponda a los 

organizadores. 

m) La primera venta de productos agropecuarios y frutos del país originarios de la Provincia, 

efectuada por los propios productores. 

n) Los actos y contratos de las expropiaciones realizadas por el Estado nacional, provincial y 

sus municipios. 

ñ) Los contratos de compraventa, permuta, locación de obra o servicios que impliquen 

operaciones de exportación, cuando el importador se domicilie en el exterior; quedan 

también exentas las cesiones de esos instrumentos realizadas entre exportadores. No se 

encuentran alcanzados por esta exención los contratos de exportación de hidrocarburos 

líquidos, sólidos y gaseosos que no hayan sufrido procesos industriales. 

o) Los actos, contratos u operaciones indicados en el inciso a) del artículo 230 de la presente 

Ley, cuando sean producidos con motivo de la sanción de la Ley nacional 25.561, de 

Declaración de emergencia pública. 

p) Los contratos de trabajo en relación de dependencia, en cualquiera de las modalidades a las 

que se refiere la Ley nacional 20.744 —de Contrato de Trabajo—, incluyendo los 

celebrados con el Estado nacional, las provincias, las municipalidades y las comisiones de 

fomento, y sus dependencias, reparticiones autárquicas y descentralizadas. 

q) Los pagarés correspondientes a contratos prendarios o hipotecarios que contengan una 

leyenda cruzada que los declare intransferibles o no negociables. En caso de presentarse a 

juicio, se deberá oblar el importe pertinente. 



 

r) Los préstamos y los documentos que garanticen los mismos, otorgados a empleados 

públicos provinciales y municipales de la Provincia, que les acuerde el Instituto de 

Seguridad Social del Neuquén (ISSN). 

s) Los vales que no consignen las obligaciones de pagar sumas de dinero, las simples 

constancias de remisión o entrega de mercadería o la nota de pedido de las mismas y, las 

boletas que expidan los comerciantes como consecuencia de ventas al contado realizadas 

en el negocio, salvo que reúnan los requisitos de instrumento celebrado entre ausentes. 

t) Los endosos de pagarés, de letras de cambio, de giros y órdenes de pago, siempre que tales 

documentos hayan sido emitidos en jurisdicción provincial. 

u) Las garantías que acompañen a las propuestas en las licitaciones y concursos de precios del 

Estado nacional y provincial; de las municipalidades y comisiones de fomento de la 

Provincia. 

v) La recaudación y las transferencias respectivas por ingresos de otros fiscos. 

w) Los seguros de vida obligatorios y los contratos de seguros celebrados por las aseguradoras 

de riesgo del trabajo. 

x) Toda la operatoria de seguros comprendida en la Ley nacional 17.418 —de Seguros—, 

destinada a los siguientes sectores: 

 

1) Agropecuario. 

2) Industrial, con actividad desarrollada en establecimientos radicados en la Provincia, 

excepto cuando se trate de la operatoria relacionada con la actividad hidrocarburífera. 

3) De la construcción, relacionada con la obra pública y los servicios relacionados con la 

construcción que se efectúen en el marco de la Ley 687 —de las Obras Públicas en 

General—, excepto cuando se trate de la operatoria relacionada con la actividad 

hidrocarburífera. 

4) Minero, excepto cuando se trate de la operatoria relacionada con la actividad 

hidrocarburífera. 

 

y) Las órdenes de compra directa emitidas por el Estado provincial, municipalidades y 

reparticiones autárquicas provinciales hasta el monto fijado en el inciso d) del artículo 1.º 

del Reglamento de Contrataciones de la Ley 2141 —de Administración Financiera y 

Control—. 

z) Las fianzas instrumentadas en créditos prendarios, siempre que la prenda haya sido emitida 

en la jurisdicción del territorio provincial y se haya abonado el impuesto de sellos. 

aa) Las hipotecas, cuando integren el precio de venta como consecuencia de la transmisión de 

dominio de inmuebles, siempre que el adquirente se haga cargo de su pago, salvo que se 

prorrogue su vencimiento, en cuyo caso se aplicará el impuesto que, para tales prórrogas, 

establece la Ley Impositiva. 

ab) Los contratos de locación de inmueble con destino a casa-habitación, en los cuales el valor 

locativo mensual promedio, durante su vigencia, no supere en uno coma cinco (1,5) veces 

el importe que establezca la Ley Impositiva para la exención establecida en el inciso o) del 

artículo 203 de esta Ley”. 

 

“Artículo 246 En las permutas, el impuesto se aplicará sobre la mitad de la suma del valor de los 

 bienes permutados, a cuyos efectos se tendrá en cuenta: 
 

a) Los inmuebles, por el valor de la base imponible del impuesto inmobiliario o el valor 

asignado, el que fuere mayor. 

b) Los muebles o semovientes, por el valor asignado por las partes o el valor que le asigne la 

Dirección Provincial de Rentas, teniendo en cuenta los valores de plaza de los mismos, el 

que sea mayor. 

 En los supuestos de permutas con entrega de dinero, se aplicarán las normas de la 

compraventa si la suma dineraria es superior al valor de la cosa entregada; caso contrario, se 

aplicarán las normas de la permuta, de conformidad con lo establecido en el artículo 1126 del 

Código Civil y Comercial de la Nación. 

 

 En los casos de inmuebles situados fuera de la jurisdicción provincial, su valor deberá 

probarse con la valuación fiscal, y la base imponible será la mitad del valor asignado o la 

valuación fiscal, el que sea mayor. 

 Si la permuta incluye inmuebles y muebles, la alícuota a aplicar será la correspondiente a la 

transferencia de dominio de inmuebles”. 

 



 

“Artículo 281 Por los servicios que preste la Administración o la Justicia provincial y que, por 

 disposiciones de este Título o de leyes especiales, están sujetos a retribución, 

deberán pagarse las tasas cuyo monto fije la Ley Impositiva, por quien sea contribuyente, de 

conformidad con el artículo 22 de este Código Fiscal”. 

 

Artículo 2.º Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

 

 

DADA en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura Provincial del Neuquén, a los treinta días 

de noviembre de dos mil diecisiete.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
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